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PÚBLICO EN GENERAL
P R E S E N T E.

             En sesión celebrada en esta propia fecha, el H. Pleno del
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, emitió el siguiente acuerdo:

“....----Ciudad Victoria, Tamaulipas, a veintinueve de septiembre de dos mil
veintiséis.--------------------------------------------------------------------------------------
----- V i s t a la propuesta de la Magistrada Presidenta, relativo al acuerdo
general que establece el “PROTOCOLO DE BUENAS PRÁCTICAS PARA
GARANTIZAR  EL  ACCESO  A  LA  JUSTICIA  DE  LAS  PERSONAS
AUTISTAS  Y/O  NEURODIVERGENTES  EN  EL  ESTADO  DE
TAMAULIPAS”; y,---------------------------------------------------------------------------
---------------------------------- C O N S I D E R A N D O ------------------------------
-----  I.- El  marco internacional  de los derechos humanos, reconoce que
todas las personas deben acceder a la justicia en condiciones de igualdad.
En este sentido, la Organización de las Naciones Unidas, a través de la
Declaración  Universal  de  los  Derechos  Humanos,  establece  en  sus
artículos 7 y 8 que todas las personas son iguales ante la ley y tienen
derecho a un recurso efectivo ante los tribunales competentes que las
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales.-----------------
-----  II.- En desarrollo de estos principios, el derecho internacional de los
derechos humanos ha evolucionado hacia el reconocimiento específico de
las personas con discapacidad como titulares plenos de derechos. En este
contexto,  la  Convención  sobre  los  Derechos  de  las  Personas  con
Discapacidad constituye el instrumento central, al establecer en su artículo
13 la  obligación de los Estados de asegurar  el  acceso a la justicia  en
igualdad  de  condiciones,  mediante  la  implementación  de  ajustes  de
procedimiento  adecuados  y  efectivos  en  todas  las  etapas  del  proceso
judicial. Este instrumento, de carácter vinculante para el Estado mexicano,
impone  un  cambio  de  paradigma  hacia  el  modelo  social  de  la
discapacidad, en el cual las limitaciones no se atribuyen a la persona, sino
a las barreras del entorno.----------------------------------------------------------------
----- III.- Asimismo, resultan aplicables los estándares desarrollados en las
Reglas  de  Brasilia  sobre  Acceso  a  la  Justicia  de  las  Personas  en
Condición de Vulnerabilidad, las cuales reconocen que las personas con
discapacidad,  incluidas  aquellas  con  condiciones  del  neurodesarrollo,
enfrentan obstáculos específicos para acceder a la justicia, por lo que se
deben  adoptar  medidas  diferenciadas  que  garanticen  su  participación
efectiva.  Dichas  reglas  constituyen  un  referente  interpretativo  relevante
para los órganos jurisdiccionales en la región.--------------------------------------
-----  lV.- En el  ámbito  nacional,  la  Constitución  Política de los  Estados
Unidos Mexicanos establece en el artículo 1º el principio pro persona, la
prohibición de toda forma de discriminación, incluida aquella motivada por
discapacidad,  y  la  obligación  de  todas  las  autoridades  de  promover,
respetar,  proteger  y  garantizar  los  derechos  humanos  conforme  a  los
principios  de  universalidad,  interdependencia,  indivisibilidad  y
progresividad.---------------------------------------------------------------------------------
----- V.- De igual forma, el artículo 17 constitucional consagra el derecho de
toda persona a que se le administre justicia de manera pronta, completa,
imparcial y gratuita, lo cual implica necesariamente que dicho acceso sea
real  y efectivo,  eliminando las barreras que impidan la participación en
condiciones de igualdad.------------------------------------------------------------------



----- VI.- En concordancia con lo anterior, la Ley General para la Inclusión
de  las  Personas  con  Discapacidad  establece  la  obligación  de  las
autoridades de garantizar la accesibilidad, la igualdad de oportunidades y
la eliminación de obstáculos que limiten el ejercicio de derechos por parte
de las personas con discapacidad. Asimismo, los criterios emitidos por la
Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  particularmente  a  través  del
Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Discapacidad, han consolidado
la  exigencia  de  incorporar  ajustes  razonables  y  de  procedimiento,  así
como de erradicar estereotipos en la función jurisdiccional.---------------------
-----  VII.- En  el  ámbito  estatal,  la  Constitución  Política  del  Estado  de
Tamaulipas reconoce la igualdad sustantiva en el acceso a los derechos y
prohíbe toda forma de discriminación. Asimismo, su artículo 17 establece
que el Estado garantizará la protección de la autonomía, la integridad y la
participación efectiva de las personas en la vida pública, lo que incluye el
acceso a la justicia en condiciones de igualdad.------------------------------------
-----  VIII.- Por su parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de
Tamaulipas impone a las personas juzgadoras la obligación de juzgar con
perspectiva de discapacidad, tal como lo señala su artículo 4, fracción VIII,
lo  que  implica  adoptar  medidas  activas  para  eliminar  barreras
estructurales dentro del proceso judicial. A su vez, la Ley para la Atención,
Protección  e  Inclusión  de  las  Personas  con  la  Condición  del  Espectro
Autista  y  Trastornos del  Neurodesarrollo  para el  Estado de Tamaulipas
establece como deber del Estado garantizar el respeto, la protección y el
ejercicio  pleno  de  los  derechos  de  las  personas  autistas  y
neurodivergentes,  reconociendo  la  necesidad  de  políticas  públicas  e
instrumentos específicos que aseguren su inclusión.------------------------------
----- IX.- En este contexto normativo multinivel, el Poder Judicial del Estado
de Tamaulipas  tiene la  responsabilidad  de  adoptar  directrices  técnicas,
operativas  y  procedimentales  que  permitan  eliminar  las  barreras
actitudinales,  comunicacionales  y  de  entorno  que  históricamente  han
limitado  el  acceso  a  la  justicia  de  las  personas  autistas  y
neurodivergentes. Este deber no se agota en la emisión de resoluciones
formales, sino que implica garantizar que dichas personas comprendan,
participen  y  ejerzan  sus  derechos  dentro  del  proceso  judicial  en
condiciones reales de igualdad.---------------------------------------------------------
----- X.- Finalmente, resulta fundamental que las personas operadoras del
sistema  de  justicia  comprendan  que  el  autismo  no  constituye  una
enfermedad, sino una condición del neurodesarrollo que forma parte de la
diversidad  humana.  En  consecuencia,  debe  abandonarse  el  enfoque
estrictamente médico o asistencialista,  que concibe a la  persona como
objeto  de  tratamiento,  para  adoptar  un  modelo  de  justicia  social  y  de
derechos  humanos,  en  el  cual  la  discapacidad  surge de la  interacción
entre la persona y las barreras del entorno. Bajo este enfoque, el presente
Protocolo  se  erige  como  una  herramienta  institucional  orientada  a
garantizar un acceso a la justicia efectivo,  inclusivo y respetuoso de la
dignidad de todas las personas.---------------------------------------------------------
----- XI.- Que el dieciocho de noviembre de dos mil veinticuatro se publicó
en el Periódico Oficial  del  Estado de Tamaulipas el  Decreto No. 66-67,
aprobado por el H. Congreso del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas,
mediante  el  cual  se  reformaron,  adicionaron  y  derogaron  diversas
disposiciones de la Constitución Política del Estado, en materia de reforma
al  Poder  Judicial,  mismo  que  entró  en  vigor  al  día  siguiente  de  su
publicación en dicho medio oficial. Posteriormente, el tres de marzo de dos
mil veintiséis se publicó en el referido Periódico Oficial el Decreto No. 66-
997, aprobado por el propio H. Congreso del Estado, mediante el cual se
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución
Política del Estado de Tamaulipas y de la Ley Orgánica del Poder Judicial
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del  Estado  de  Tamaulipas,  cuya  vigencia  inició  al  día  siguiente  de  su
publicación.------------------------------------------------------------------------------------
----- XII.- Que en concordancia con dichas reformas, el artículo 100 párrafo
primero, así como los diversos 106 fracción I, párrafos primero, 108 y 114,
párrafo  A,  numeral  VII  y  VIII  de  la  Constitución  Política  del  Estado de
Tamaulipas, disponen que el ejercicio del Poder Judicial se deposita en el
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  su  funcionamiento  en  Pleno  estará
integrado por  diez  Magistrados de Número;  que la  Presidencia  será  el
órgano de representación del Poder Judicial y que entre las atribuciones
del Pleno serán entre otras, expedir los reglamentos, acuerdos generales
para  mejorar  la  impartición  de  justicia.  Asimismo,  el  artículo  15  y  25
fracción  VIII  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  del  Estado  de
Tamaulipas, dispone que el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia podrá
expedir acuerdos generales a fin de establecer lo necesario para el buen
desempeño de la función jurisdiccional y la impartición de justicia.------------
----- XIII.- Por consiguiente, de conformidad de conformidad con el ámbito
de aplicación estatal de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de
Tamaulipas, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 15, 25,
fracción VII, y 30, fracción V, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia
podrá expedir las disposiciones necesarias para el adecuado desempeño
de la función jurisdiccional. Asimismo, cuenta con la atribución de formular,
expedir y, en su caso, modificar los reglamentos, acuerdos y circulares que
sean necesarios para la impartición de justicia,  así como de proveer lo
conducente para el cumplimiento de los acuerdos emitidos por el Supremo
Tribunal de Justicia en Pleno.------------------------------------------------------------
-----  XIV.- Que en ejercicio de dichas atribuciones, y en armonía con la
obligación de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, así
como  con  los  principios  de  igualdad  y  no  discriminación,  resulta
indispensable  adoptar  medidas,  ajustes  razonables  y  lineamientos  que
permitan  a  las  personas  con  condición  del  espectro  autista  y  a  las
personas  neurodivergentes  acceder  a  la  justicia  en  condiciones  de
igualdad y equidad, mediante un trato digno, la comprensión adecuada de
sus necesidades y una atención sensible a sus particularidades, a fin de
prevenir y eliminar las barreras que puedan presentarse en los servicios y
procedimientos de este Poder Judicial.------------------------------------------------
-----  XV.- Qué la Magistrada Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia
puso  a  consideración  de  este  Pleno  el  proyecto  que  establece  el
“PROTOCOLO  DE  BUENAS  PRÁCTICAS  PARA  GARANTIZAR  EL
ACCESO  A  LA  JUSTICIA  DE  LAS  PERSONAS  AUTISTAS  Y/O
NEURODIVERGENTES  EN  EL  ESTADO  DE  TAMAULIPAS”,  en  el
entendido de que el autismo y las neurodivergencias se manifiestan de
forma  diversa  en  cada  persona.  Para  efectos  de  este  Protocolo,  su
abordaje  se  realizará  desde  el  modelo  social  de  la  discapacidad  y  el
enfoque de derechos humanos, evitando interpretaciones patologizantes o
estigmatizantes.  Por  lo  que,  convencidos  de  su  importancia  y
trascendencia a la sociedad, este Pleno determina su aprobación.------------
-----Por lo expuesto y fundado, se acuerda:------------------------------------------
-----  Primero.- Se  expide  el  Acuerdo  General  que  establece  el
“PROTOCOLO  DE  BUENAS  PRÁCTICAS  PARA  GARANTIZAR  EL
ACCESO  A  LA  JUSTICIA  DE  LAS  PERSONAS  AUTISTAS  Y/O
NEURODIVERGENTES  EN  EL  ESTADO  DE  TAMAULIPAS”,  de
conformidad con las siguientes disposiciones:--------------------------------------

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
Del Objeto y Fundamento Legal



Artículo 1. Las disposiciones de este Protocolo son de orden público,
interés social y de carácter orientativo para todas las personas juzgadoras
y  operadoras  del  sistema de  justicia  del  Poder  Judicial  del  Estado  de
Tamaulipas. Así mismo, no podrán interpretarse en el sentido de modificar,
adicionar,  suplir  o  contravenir  la  legislación  procesal  aplicable  ni  la
jurisprudencia que los interprete.

Artículo  2. El  presente  ordenamiento  tiene  por  objeto  establecer  los
criterios técnicos y procesales mínimos para garantizar el derecho humano
de  acceso  a  la  justicia  de  las  personas  autistas  y  neurodivergentes,
eliminando las barreras actitudinales, comunicacionales y de entorno que
impidan su participación efectiva.

Artículo 3. El presente protocolo tiene su fundamento en:
I. Los artículos 1º y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos;
II. Los  artículos  16  y  17  de  la  Constitución  Política  del  Estado  de

Tamaulipas;
III. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

(CDPD);
IV. La Ley para la Atención, Protección e Inclusión de las Personas con la

Condición del Espectro Autista y Trastornos del Neurodesarrollo para
el Estado de Tamaulipas; y,

V. La Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Tamaulipas.

Artículo 4. El Órgano de Administración Judicial podrá generar registros
estadísticos para fines de planeación, procurando que la información se
presente de manera agregada o disociada y sin incorporar al expediente
jurisdiccional datos personales que no sean relevantes para el proceso.

El  tratamiento  deberá  sujetarse  a  las  medidas  de  seguridad
administrativas, técnicas y físicas de conformidad con la Ley de Protección
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del  Estado de
Tamaulipas, y no se realizarán transferencias, salvo aquellas legalmente
procedentes  ante  autoridad  competente,  debidamente  fundadas  y
motivadas.

Artículo  5. Las  personas  titulares  de  los  juzgados,  Tribunales  de
Enjuiciamiento  o  Salas  que  correspondan  serán  responsables  del
tratamiento de los datos personales genéricos, recabados con motivo de la
implementación  del  presente  Protocolo  (datos  como:  sexo,  edad,
diagnóstico, municipio de residencia, tipo de procedimiento jurisdiccional,
distrito judicial, entre otros), de conformidad con la Ley de Protección de
Datos  Personales  en  Posesión  de  Sujetos  Obligados  del  Estado  de
Tamaulipas.

Los datos serán tratados exclusivamente para identificar a las personas
autistas  y/o  neurodivergentes,  con  el  fin  de  implementar  las  medidas
previstas en el Protocolo y garantizar sus derechos humanos, y no serán
utilizados para fines distintos.

Artículo 6. Las personas titulares de los datos personales podrán ejercer
sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, así como
los  demás  derechos  que  les  correspondan  conforme  a  la  legislación
aplicable, ante la Unidad de Transparencia o por los medios establecidos
para tal efecto.

Tratándose  de  niñas,  niños  y  adolescentes,  se  observará  en  todo
momento el principio del interés superior de la niñez y las disposiciones
aplicables en materia de protección de datos personales, y su imagen no
será objeto de difusión.
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Artículo  7. Los  casos  no  previstos  en  el  presente  Protocolo  serán
resueltos  por  un  Órgano  Técnico,  integrado  por  tres  personas:  una
integrante  del  Pleno del  Supremo Tribunal  de  Justicia  del  Estado,  una
integrante  del  Órgano  de  Administración  Judicial  y  una  integrante  del
Tribunal de Disciplina Judicial.

Para  la  interpretación  y  resolución  de  los  casos  sometidos  a  su
consideración,  el  Órgano  Técnico  deberá  atender  a  los  principios  de
igualdad,  no  discriminación,  accesibilidad,  inclusión  y  respeto  a  los
derechos humanos, así como a los siguientes ordenamientos que son guía
y  directriz  estructurada  para  aplicarlos  desde  el  enfoque  humanista  y
social  los  tratados  internacionales  de  los  que  el  Estado  Mexicano  sea
parte,  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  la
Constitución Política del  Estado de Tamaulipas,  la  Ley General  para la
Inclusión  de  las  Personas  con  Discapacidad,  la  Ley  para  la  Atención,
Protección  e  Inclusión  de  las  Personas  con  la  Condición  de  Espectro
Autista y Trastornos de Neurodesarrollo para el Estado de Tamaulipas, el
Código Nacional de Procedimientos Penales, el Código de Procedimientos
Civiles del Estado de Tamaulipas, el Código Nacional de Procedimientos
Civiles y Familiares y la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de
Tamaulipas, en lo que corresponda a sus competencias

jurisdiccionales.
CAPÍTULO II

De las Definiciones

Artículo 8. Para los efectos de la presente normativa, se entenderá por:
I.  Apoyos: Medidas,  recursos,  herramientas,  ajustes  razonables  o
asistencia  que  se  proporcionan  a  una  persona  autista  y/o
neurodivergente,  atendiendo  a  sus  necesidades,  preferencias  y
circunstancias particulares, con la finalidad de eliminar barreras, facilitar
su comunicación, comprensión, participación, y garantizar el  ejercicio
efectivo  de  sus  derechos  en  condiciones  de  igualdad,  dignidad  y
autonomía.

II. Ajustes  de  procedimiento  o  ajustes razonables: Modificaciones,
adaptaciones y flexibilizaciones necesarias en las actuaciones y etapas
procesales que tienen por objeto garantizar la participación efectiva de
las personas autistas y neurodivergentes en condiciones de igualdad.
Estos  ajustes  deberán  implementarse  de  manera  oportuna,
individualizada y sin formalismos excesivos, priorizando la eliminación
de barreras sobre criterios restrictivos.

III.  Autismo  (Trastorno  del  Espectro  Autista): Condición  del
neurodesarrollo  presente  a  lo  largo  de  la  vida,  caracterizada  por
diferencias  en  la  comunicación  social,  la  interacción,  la  flexibilidad
cognitiva  y  el  procesamiento  sensorial.  El  autismo  se  manifiesta  de
forma diversa en cada persona, por lo que debe entenderse como un
espectro.  Para  efectos  de  este  Protocolo,  su  abordaje  se  realizará
desde el modelo social de la discapacidad y el enfoque de derechos
humanos, evitando interpretaciones patologizantes o estigmatizantes.

IV. Niveles de apoyo en el espectro autista: Clasificación referencial
que  permite  identificar  el  grado  de  apoyos  que  una  persona  puede
requerir en su vida cotidiana y en contextos específicos, incluyendo el
ámbito judicial:
a) Nivel  1 (requiere apoyo): Personas que pueden comunicarse de
manera funcional, pero presentan dificultades en la interacción social, la
comprensión de normas implícitas o el manejo de cambios.
b)  Nivel  2  (requiere  apoyo  sustancial): Personas  con  mayores
dificultades  en  la  comunicación  verbal  y  no  verbal,  que  requieren



apoyos estructurados y constantes para participar en entornos sociales
y formales.
c)  Nivel  3  (requiere  apoyo  muy  sustancial): Personas  con
importantes barreras en la comunicación y alta sensibilidad sensorial,
que requieren apoyos intensivos, comunicación alternativa o asistencia
continua.

Esta  clasificación  no  deberá  utilizarse  para  limitar  derechos,  sino
exclusivamente para orientar la implementación de ajustes adecuados.

V. Neurodivergencia: Variación natural del funcionamiento neurológico
humano que incluye, entre otras, el autismo, el trastorno por déficit de
atención e hiperactividad (TDAH), dislexia, dispraxia y otras condiciones
del neurodesarrollo. Implica reconocer que no existe una única forma
“correcta” de procesar la información, comunicarse o interactuar.

VI.  Neurotipicidad: Condición  de  aquellas  personas  cuyo
funcionamiento  neurológico  se  ajusta  a  las  normas  sociales
mayoritarias.  Este  concepto  se utiliza  como punto de contraste para
comprender que las diferencias en la comunicación o conducta de las
personas  neurodivergentes  no  constituyen  deficiencias,  sino
variaciones.

VII.  Categoría  sospechosa: Criterio  de  clasificación  históricamente
vinculado  a  prácticas  de  discriminación  estructural,  como  la
discapacidad,  el  género,  la  edad,  la  orientación  sexual  o  el  origen
étnico, que obliga a la autoridad jurisdiccional  a aplicar un escrutinio
reforzado en sus decisiones.

VIII. Modelo social de la discapacidad: Enfoque que reconoce que la
discapacidad surge de la interacción entre la persona y las barreras del
entorno  físico,  social,  comunicacional,  actitudinal  y  normativo,  y  no
exclusivamente de una condición individual.

IX. Interseccionalidad: Herramienta de análisis que permite identificar
cómo  distintas  condiciones  de  vulnerabilidad  (como  discapacidad,
género, edad, pobreza, pertenencia a pueblos indígenas, entre otras)
interactúan y generan formas específicas y agravadas de exclusión, lo
que obliga a adoptar medidas diferenciadas en el ámbito judicial.

X.  Lectura  fácil: Método  de  redacción  y  diseño  de  documentos  que
utiliza  lenguaje  claro,  directo,  estructurado  y,  en  su  caso,  apoyos
visuales, con el objetivo de facilitar la comprensión de la información
jurídica por parte de personas con distintas formas de procesamiento
cognitivo.

XI. Necesidades sensoriales: Requerimientos individuales relacionados
con  la  sensibilidad  a  estímulos  como  luz,  ruido,  contacto  físico,
temperatura  o  movimiento.  En  el  caso  de  personas  autistas,  estas
necesidades  pueden  implicar  hipersensibilidad  (alta  sensibilidad)  o
hiposensibilidad (baja respuesta), lo cual debe ser considerado en los
entornos judiciales.

XII.  Sobreestimulación  sensorial: Estado  en  el  cual  la  persona
experimenta  una  saturación  de  estímulos  del  entorno  que  puede
generar  ansiedad,  confusión,  bloqueo  comunicativo  o  respuestas
conductuales como retirarse, cubrirse los oídos o evitar la interacción.

XIII. Desregulación emocional: Respuesta intensa del sistema nervioso
ante situaciones de estrés, sobrecarga sensorial o incomprensión, que
puede manifestarse mediante llanto, silencio, irritabilidad o conductas
de escape, y que no debe ser interpretada como falta de cooperación.
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XIV.  Procesamiento  cognitivo  atípico: Forma  distinta  de  recibir,
organizar, interpretar y responder a la información, que puede implicar
necesidad de mayor tiempo de respuesta, preferencia por información
concreta, literalidad en el lenguaje o dificultad para interpretar dobles
sentidos.

XV. Barreras de comunicación no verbal: Obstáculos derivados de la
interpretación incorrecta del lenguaje corporal, la expresión facial o el
contacto visual, los cuales pueden llevar a valoraciones erróneas sobre
la credibilidad o actitud de la persona.

XVI.  Comunicación  Aumentativa  y  Alternativa  (CAA): Conjunto  de
métodos,  sistemas y  herramientas  que permiten  la  comunicación  de
personas  con  dificultades  en  el  lenguaje  oral,  incluyendo  el  uso  de
imágenes, símbolos, dispositivos electrónicos o aplicaciones digitales.

XVII.  Pictograma  (en  contexto  de  accesibilidad  cognitiva):
Representación gráfica simple y estructurada que transmite información
mediante imágenes claras y universalmente reconocibles, utilizada para
facilitar  la  comprensión  de  conceptos,  instrucciones  o  etapas  de  un
proceso. En el ámbito judicial, los pictogramas pueden emplearse para
explicar  audiencias,  roles  de  las  personas  participantes  y  acciones
procesales.

XVIII.  Sistema de apoyos: Conjunto  de medidas,  recursos humanos,
tecnológicos  y  metodológicos  destinados  a  facilitar  la  participación
efectiva  de  la  persona,  incluyendo  facilitadores,  intérpretes,
herramientas visuales y adaptaciones del entorno.

XIX. Facilitador de comunicación: Persona capacitada para apoyar a la
persona  autista  o  neurodivergente  en  la  comprensión  del  lenguaje
jurídico y en la expresión de sus ideas, sin sustituir su voluntad.

XX.  Integración  tecnológica: Uso  de  herramientas  digitales  o
electrónicas, tales como dispositivos generadores de voz, aplicaciones
móviles  o  plataformas  interactivas,  que  faciliten  la  comunicación,
comprensión o participación en el proceso judicial.

XXI. Kit de calma: Conjunto de objetos o herramientas sensoriales, tales
como  audífonos  con  cancelación  de  ruido,  objetos  táctiles,  lentes
oscuros u otros, que permiten a la persona autorregularse en entornos
que puedan resultar sobreestimulantes.

XXII.  Crisis o colapso sensorial  (meltdown): Respuesta involuntaria
del sistema nervioso ante una sobrecarga emocional o sensorial, que
puede implicar pérdida temporal del control conductual. Esta situación
no  debe  ser  sancionada  ni  interpretada  como  conducta  disruptiva
intencional.

XXIII.  Cierre  o  bloqueo  (shutdown): Estado  en  el  cual  la  persona
reduce o suspende su comunicación e interacción como mecanismo de
protección  ante  el  estrés  o  la  sobrecarga,  lo  que  puede  ser
erróneamente interpretado como falta de interés o cooperación.

TÍTULO SEGUNDO
DE LOS PRINCIPIOS RECTORES

CAPÍTULO ÚNICO
De los Principios Judiciales

Artículo  9. La  actuación  judicial  en  casos  que  involucren  personas
autistas y/o neurodivergentes se regirá por los principios de autonomía,
dignidad, inclusión, justicia, transparencia y neurodiversidad.



Artículo 10. Las personas juzgadoras y el personal del Poder Judicial se
guiarán  por  el  principio  de  igualdad  inclusiva,  lo  que  obliga  a  adoptar
medidas  positivas  para  revertir  las  desventajas  estructurales  de  este
colectivo.

TÍTULO TERCERO
DE LA METODOLOGÍA PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE

NEURODIVERSIDAD
CAPÍTULO I

De la Identificación de la Condición
Artículo  11. La  persona  juzgadora  tiene  la  obligación  expresa  de

consultar al inicio y durante el proceso si alguna de las partes pertenece a
un grupo en condición de vulnerabilidad, especificando su tipo. También se
tendrán  por  válidos  los  diagnósticos  emitidos  por  las  dependencias  de
Salud Pública y privadas.

Artículo  12.  El  autorreconocimiento  de  buena  fe  podrá  considerarse
como elemento orientador suficiente para la implementación inmediata y
provisional de los ajustes de procedimiento iniciales, sin que ello prejuzgue
sobre el fondo del asunto ni afecte derechos de terceros. En caso de duda
o  controversia  sobre  la  procedencia  o  alcance  de  dichos  ajustes,  la
persona juzgadora podrá ordenar un peritaje multidisciplinario centrado en
la identificación de barreras y apoyos, evitando enfoques patologizantes,
con el auxilio de las dependencias públicas o privadas especializadas.

CAPÍTULO II
Del Análisis de Interseccionalidad

Artículo  13. Las  personas  que  impartan  justicia  deberán  evaluar  y
analizar si la condición de autismo o neurodivergencia coincide con otras
categorías como género, edad, origen étnico o situación económica, es
decir  si  recae  en  una  categoría  sospechosa  a  fin  de  identificar
vulnerabilidades  reforzadas  y  poder  realizar  los  ajustes  procesales
pertinentes a cada caso.

Para lograr lo anterior se sugiere que, todo el personal del Poder Judicial
deberá  capacitarse  sobre  la  condición  del  espectro  autista  y
neurodivergencias. A fin de contar con las herramientas esenciales para
garantizar un trato digno, igualitario y accesible a las personas autistas y/o
neurodivergentes y sus familias que acudan al Poder Judicial, tanto en el
procedimiento como intervinientes en los servicios.

TÍTULO CUARTO
DE LOS AJUSTES AL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO I
De la Accesibilidad Cognitiva y Comunicacional

Artículo 14. Las comunicaciones judiciales deben realizarse en lenguaje
sencillo y directo, evitando tecnicismos, conceptos abstractos y lenguaje
jurídico complejo.

Cuando las personas autistas y/o neurodivergentes presentan barreras
de comunicación  (persona no verbal)  se  deberán de hacer  los  ajustes
procesales  pertinentes  según  la  condición  y  necesidades  específicas
considerando su procesamiento cognitivo atípico.

Artículo  15. La  persona  juzgadora  y  el  personal  del  Poder  Judicial
deberá permitir el uso:
I. Sistemas de pictogramas y guías visuales que expliquen las etapas del

proceso y los actores judiciales;
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II. Guiones sociales que anticipen a la persona autista o neurodivergente
lo que ocurrirá en las audiencias y procesos jurisdiccionales en los que
participe;

III. Personas de apoyo o facilitadores de la comunicación (como peritos,
terapeutas que trate con la persona autista o neurodivergente, maestra
sombra, maestra de apoyo, entre otros); y,

IV. Herramientas  de  Comunicación  Aumentativa  y  Alternativa,
Dispositivos Generadores de Voz (DGV), comunicadores de mensajes,
entre otros, que faciliten la comunicación de las personas autistas y/o
neurodivergentes con el personal del Poder Judicial.

CAPÍTULO II
De los Ajustes en el Entorno y Gestión del Tiempo

Artículo  16. Se  garantizará  un  entorno  libre  de  sobreestimulación
mediante:
I. Control adecuado de la iluminación y reducción de ruidos innecesarios

en las salas de audiencia y oficinas del Poder Judicial; y,
II. Disponibilidad del “kit de calma” y herramientas para la autorregulación

sensorial y emocional.

Artículo 17. Gestión flexible de agendas y tiempos judiciales:
I. Atención  preferente  para  evitar  esperas  prolongadas  que  puedan
desencadenar una crisis sensorial;

II. Las audiencias podrán fraccionarse o incluir descansos programados
cuando la persona muestre fatiga, sobrecarga sensorial o sobrecarga
cognitiva;

III. Celebración de audiencias en horas inhábiles, cuando esto favorezca
un  entorno  más  tranquilo  y  accesible  para  las  personas
neurodivergentes; y,

IV. Designar,  dentro  de  las  instalaciones del  Poder  Judicial,  espacios
adecuados  y  con  disminución  de  estimulación  sensorial  para  el
desarrollo de audiencias o actuaciones. Excepcionalmente la Persona
Juzgadora podrá autorizar que la actuación se desarrolle en un lugar
distinto  a  la  sede  judicial,  mediante  resolución  fundada  y  motivada,
siempre que la ley lo prevea expresamente y no se comprometan los
principios de publicidad, inmediación e igualdad procesal de las partes.

CAPÍTULO III
DE LAS DIRECTRICES OPERATIVAS PARA LA PERSONA

JUZGADORA

Artículo 18. En los asuntos en los que intervengan personas autistas y/o
neurodivergentes,  la  persona juzgadora podrá implementar,  conforme a
las características del caso concreto, las siguientes acciones específicas
para garantizar su participación efectiva:

I. Previo a la audiencia o actuación judicial:
a) Elaborar  y  entregar  una  guía  anticipada  en  lectura  fácil  o
pictogramas  o  guiones  sociales  que  expliquen  a  la  persona  el
objetivo de la audiencia, quienes participan y que se espera de su
intervención.

b) Autorizar, desde la admisión del asunto o en la primera actuación, la
designación  de  representante  coadyuvante  en  casos  que  la
legislación lo estime necesario.

c) Autorizar, desde la admisión del asunto o en la primera actuación el
uso  de  apoyos  como  facilitadores  de  comunicación,  dispositivos
tecnológicos o acompañantes de confianza.



d) Además  de  la  notificación  formal  practicada  conforme  a  la
legislación procesal aplicable, la persona juzgadora procurará, con el
apoyo  de  la  Secretaría  de  Acuerdos,  implementar  mecanismos
adicionales que favorezcan la comprensión efectiva de la citación por
parte de la persona autista o neurodivergente.

e) Programar audiencias evitando esperas prolongadas y acumulación
de audiencias en un mismo día.

II. Durante la audiencia:
a) Explicar de forma estructurada clara y directa: la etapa del proceso,
el orden de las intervenciones y el desarrollo de la audiencia.

b) Formular preguntas:
● De una en una.
●  Con  lenguaje  concreto,  evitando  ambigüedades,  ironías  o
tecnicismos.
● Permitiendo el tiempo necesario para responder sin interrupciones.

c) No descalificar la credibilidad por:
● Falta de contacto visual.
● Tono de voz distinto o respuestas literales.

d) Permitir pausas inmediatas cuando se advierta:
● Sobrecarga sensorial.
● Desregulación emocional.
● Dificultades en la comunicación.

e) Autorizar el uso continuo de herramientas de apoyo, tales como:
● Pictogramas.
● Dispositivos de comunicación.
● Notas escritas o medios digitales.

f) Controlar el entorno de la audiencia:
● Limitar ruidos innecesarios.
● Evitar interrupciones constantes.
● Reducir la presencia de personas no esenciales.

III. Ante situaciones de crisis o desregulación:
a)  Suspender de inmediato la actuación cuando la persona presente

signos de:
● Sobreestimulación sensorial.
● Crisis emocional (meltdown) o bloqueo comunicativo (shutdown).

b) Abstenerse de aplicar o adoptar medidas coercitivas, sancionatorias
o de presión para continuar la participación.

c) Permitir el retiro temporal de la persona a un espacio tranquilo o de
menor estimulación.

d) Reanudar  la  actuación  únicamente  cuando  la  persona  esté  en
condiciones adecuadas, priorizando el bienestar de la persona sobre
la celeridad procesal.

IV.  Ajustes  razonables  de  procedimiento  con  perspectiva  de
neurodiversidad  para  flexibilizar  el  desahogo  de  las  pruebas  y
actuaciones  en  el  marco  de  la  ley  de  las  competencias
jurisdiccionales:
a) Analizar las declaraciones considerando el procesamiento cognitivo

atípico,  evitando  exigir  narrativas  lineales  o  emocionalmente
expresivas.

b) No desestimar testimonios por formas distintas de comunicación o
interacción social.
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c) En  caso  necesario,  ordenar  la  intervención  de  peritajes
especializados  que  expliquen  la  forma  de  comunicación  de  la
persona, sin enfoque patologizante.

V. En la emisión de resoluciones:
a) Incluir un apartado específico en el que se identifiquen:

● Los ajustes de procedimiento implementados.
● Las barreras detectadas.
● La forma en que se garantizó la participación efectiva.

b) Redactar,  cuando  sea  posible,  una  versión  accesible  o  síntesis
utilizando las herramientas de comunicación para elaborar y redactar
en lenguaje claro dirigida a la persona autista y/o neurodivergente.

c) Evitar el uso de estereotipos o valoraciones basadas en criterios de
normalidad conductual.

VI. Seguimiento del caso:
a) Mantener  los  ajustes  implementados  en  todas  las  etapas  del

proceso, sin interrupciones.
b) Supervisar que el resto del personal judicial respete y ejecute las

medidas ordenadas.
c) Modificar  de  oficio  los  ajustes  procesales  o  apoyos  si  aparecen

nuevas barreras que dificulten la participación.

CAPÍTULO IV
DE LA GESTIÓN JUDICIAL INTEGRAL CON PERSPECTIVA DE

NEURODIVERSIDAD

Artículo  19. En  los  asuntos  que  involucren  a  personas  autistas  y/o
neurodivergentes, la persona juzgadora deberá adoptar una metodología
integral de gestión judicial, aplicando de manera sistemática, continua y
documentada las siguientes acciones:

I. Estudio inicial del caso y del perfil de la persona
a) Reconocer  expresamente  que  el  autismo  y/o  neurodivergencia
constituye una condición del neurodesarrollo y no una enfermedad
mental,  evitando  interpretaciones  patologizantes  en  el  análisis  del
caso.

b) Ordenar la elaboración de un perfil funcional individual, que incluirá:
● Forma de comunicación (verbal, no verbal, uso de dispositivos para

Comunicación Aumentativa y Alternativa CAA).
● Nivel de apoyo requerido.
● Necesidades sensoriales específicas.
● Posibles detonantes de estrés o sobreestimulación.

c) Abstenerse de interpretar conductas como:
● Silencio.
● Respuestas breves o literales.
● Falta de contacto visual.
como indicios de evasión, hostilidad o falta de credibilidad.

d) Ante falta de conocimiento, reconocer dicha limitación y ordenar la
intervención de personal técnico o pericial.

II. Identificación de necesidades e interseccionalidad
a) Analizar el contexto integral de la persona, considerando factores

como:
● Edad.
● Género.



● Condición socioeconómica.
● Pertenencia a grupos en situación de vulnerabilidad.

b) Determinar  si  concurren  múltiples  condiciones  que  generen
vulnerabilidad reforzada para ajustar la intensidad de las medidas de
apoyo.

c) Recabar  información,  cuando  sea  necesario,  de  familiares,
cuidadores o personas de apoyo, respetando en todo momento la
autonomía de la persona.

III. Implementación anticipada de ajustes de procedimiento
a) Desde el inicio del procedimiento, se ordenará:
● Uso de lenguaje claro en todas las actuaciones.
● Eliminación de formalismos innecesarios.

b) Disponer la elaboración de materiales de apoyo, tales como:
● Cronogramas del proceso.
● Guías visuales o esquemas de etapas procesales.
● Pictogramas y otros según la necesidad identificada.

c) Ajustar los tiempos procesales cuando sea necesario para permitir:
● Mayor tiempo de respuesta.
● Pausas durante diligencias o entrevistas.

d) Procurar  que  la  persona  autista  y/o  neurodivergente  tenga
referentes estables dentro del proceso, evitando cambios constantes
de  personal  para  evitar  con  ello  que  se  genere  desorientación  o
estrés.

IV. Adecuación del entorno físico y sensorial
a) Verificar que los espacios donde se desarrollen diligencias cuenten,

en la medida de lo posible, con:
● Luminosidad no invasiva.
● Niveles bajos de ruido.
● Control de interrupciones.

b) Permitir el uso de:
● Audífonos.
● Lentes oscuros.
● Objetos de regulación sensorial (kit de calma).
● Animales de apoyo emocional.

c) Evitar la saturación de personas en espacios cerrados cuando no
sea estrictamente necesario.

V. Colaboración interdisciplinaria
a) Ordenar  la  intervención  de  peritos  especializados  en

neurodivergencia cuando:
● Se requiera interpretar conductas.
● Exista controversia sobre la capacidad de comunicación.
b) Valorar  los  peritajes  como  herramientas  explicativas  del

comportamiento, evitando su uso para restringir derechos.
c) Autorizar la participación de:
● Terapeutas.
● Persona o personas de apoyo como auxiliares en la comprensión del

caso.
● Facilitadores de comunicación.

VI. Estrategia probatoria y argumentativa con enfoque de derechos
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a) Aplicar el modelo social de la discapacidad, reconociendo que las
barreras se encuentran en el entorno y no en la persona.

b) Evitar destacar criterios que asocian la conducta atípica con falta de
veracidad o responsabilidad jurídica.

c) Considerar,  conforme a los principios de libre valoración y sana
crítica reconocidos por la legislación procesal aplicable, que la forma
en que la persona percibe, recuerda o comunica los hechos puede
diferir de los estándares tradicionales, lo que desde dicha perspectiva
se  tomara  en  consideración  para  la  valoración  de  la  prueba
correspondiente.

VII. Comunicación accesible y anticipación informativa
a) Explicar a la persona, de manera previa y continua:

● Cada etapa del proceso.
● Las consecuencias de sus decisiones.

b) Utilizar:
● Ejemplos concretos.
● Apoyos visuales.
● Repetición estructurada de información cuando sea necesario.

c) Verificar la comprensión real de la información, no limitándose a la
formalidad de la notificación.

VIII. Consentimiento informado y protección de datos
a) Procurar que la persona comprenda, de manera accesible y en la

medida  de  lo  posible,  el  alcance  de  sus  declaraciones,  de  las
actuaciones procesales en que participe y de las decisiones jurídicas
que le concierne, sin que ello condicione la validez de dichos actos
conforme a la legislación procesal aplicable.

b) Recabar, como buena práctica adicional y con los apoyos cuando
sea necesario, la manifestación informada de la persona respecto de
su participación en el proceso.

c) Proteger estrictamente los datos personales relacionados con su
condición, evitando su divulgación innecesaria.

IX. Documentación y trazabilidad
a) Dejar constancia en el expediente de:

● Ajustes implementados.
● Apoyos otorgados.
● Intervenciones especializadas.

b) Documentar las razones que motivaron cada ajuste, con el fin de
garantizar transparencia y control jurisdiccional.

c) Generar antecedentes que permitan mejorar la atención en casos
futuros.

X. Coordinación institucional y mejora continua
a) Promover la coordinación con:

● Instituciones de salud
● Organismos de derechos humanos
● Instancias especializadas en discapacidad

b) Promover la capacitación continua del personal judicial en materia
de neurodivergencia.

c) Evaluar periódicamente la eficacia de los ajustes implementados,
modificándolos si son insuficientes.

XI. Garantía de igualdad y no discriminación



a) a) Prohibir el uso de la condición de autismo o neurodivergencia
para limitar derechos, cuestionar la capacidad jurídica, generar tratos
desiguales injustificados, presumir,  sin base legal, una disminución
de la capacidad jurídica de la persona autista y/o neurodivergente.

b) Adoptar todas las medidas para asegurar su participación efectiva
en igualdad dentro del proceso judicial.

TÍTULO QUINTO
DE LA PRUEBA Y LA CAPACIDAD JURÍDICA

CAPÍTULO ÚNICO
Valoración de la Prueba

Artículo 20. Se reconoce el pleno derecho de las personas autistas y/o
neurodivergentes  a  testificar.  Se  considera  viable  el  uso  de  apoyos
tecnológicos  como  mecanismos  de  Comunicación  Aumentativa  y
Alternativa, Dispositivos Generadores de Voz (DGV), comunicadores de
mensajes,  sistema  de  pictogramas,  guiones  sociales,  entre  otros,  que
faciliten la comunicación de las personas autistas y/o neurodivergentes.
Se  permite  a  las  personas  autistas  y/o  neurodivergentes  el
acompañamiento de una persona de apoyo para su comunicación en caso
de ser necesario.

Artículo 21. Al valorar el testimonio, conforme a los principios de libre
valoración y sana crítica reconocidos por la legislación procesal aplicable,
la persona juzgadora procurará evitar estereotipos sobre la comunicación
no verbal y se abstendrá de restar valor probatorio a un testimonio por la
sola  razón de la  falta  de  contacto  visual,  la  presencia  de  movimientos
repetitivos  o  el  uso  de  formas  de  expresión  distintas  de  las
convencionales, sin perjuicio de la valoración integral que corresponda a
las demás pruebas del expediente.

TÍTULO SEXTO
DE LA SENTENCIA Y REPARACIONES

CAPÍTULO I
Formatos de Sentencia

Artículo  22. Toda  sentencia  que  afecte  a  una  persona  autista  o
neurodivergente  procurará  incluir,  como  buena  práctica  institucional  y
según su necesidad específica y la disponibilidad de recursos técnicos y
materiales,  un anexo de lectura fácil,  un sistema de pictogramas o un
guión  social.  La  ausencia  de  dicho  anexo  no  afectará  la  validez  ni  la
eficacia jurídica de la sentencia, sin perjuicio de que la persona juzgadora
debe garantizar, por los medios que tenga a su alcance, que la persona
comprenda el sentido y alcance de la resolución.

Artículo 23. Los requisitos del formato de lectura fácil son:
I. Redacción  personalizada:  Dirigida  directamente  a  la  persona

interesada (uso de la segunda persona).
II. Estructura  de  forma  clara:  Responde  de  forma  sencilla;  ¿qué  se

decidió?, ¿por qué se decidió? y ¿qué pasará ahora?
III. Diseño accesible de tipografía (Arial  o Tahoma, tamaño mínimo 14

puntos) con apoyo de imágenes o pictogramas.

Artículo 24. Los elementos básicos del sistema de pictogramas son:
I. Claridad Visual: Los pictogramas deben ser sencillos, sin demasiados

detalles que puedan distraer o sobre estimular a la persona.
II. Consistencia: Si se usa un símbolo para “Juez”, debe ser el mismo

en todo el documento para facilitar la comprensión cognitiva.



GOBIERNO DE TAMAULIPAS
PODER JUDICIAL

III. Personalización: El formato debe ajustarse de acuerdo con la edad
neurológica,  o  cognitiva,  o  cronológica  según  corresponda  a  las
características y necesidades de la persona autista y/o neurodivergente.

Artículo 25. Los requisitos básicos para los guiones sociales:
I. Contenido de Anticipación Estructural:

Identificación  de  Actores:  Explicación  de  forma  sencilla  quiénes
estarán  presentes  y  su  función  específica  (Juez,  Secretario,
abogados).

Etapas  del  Proceso: Descripción  ordenada  de  los  eventos  que
ocurrieron desde el inicio del proceso legal hasta la conclusión.

Gestión  de  Expectativas: Informar  a  la  persona  que  puede  haber
recesos  o  pausas  si  llega  a  sentirse  fatigada  o  con  sobrecarga
cognitiva.

II. Requisitos Lingüísticos y de Redacción
Lenguaje  Sencillo  y  Directo: Se  deben  eliminar  por  completo  los

tecnicismos, términos legales complejos y conceptos abstractos que
actúan como barreras de comunicación.

Uso de la Segunda Persona: El texto debe estar redactado de manera
personalizada, dirigiéndose directamente a la persona (“Tú” o “Usted”)
para facilitar el autorreconocimiento en el proceso.

Claridad Narrativa: Se recomienda utilizar frases cortas, con una sola
idea por oración, y párrafos breves que sigan un orden cronológico
lógico.

III. Apoyos Visuales Obligatorios
Uso de Pictogramas: El guion debe estar acompañado de imágenes o

símbolos  claros  que  representen  las  acciones  o  personas
mencionadas, facilitando la accesibilidad cognitiva.

Guías Visuales: Deben integrarse gráficos que ilustren el espacio físico
de la sala de audiencias y la ubicación que ocupará la persona.

IV. Requisitos de Formato y Diseño
Tipografía Accesible: Se debe utilizar una fuente clara y sin adornos,

como  Arial  o  Tahoma,  con  un  tamaño  mínimo  de  14  puntos  para
asegurar la legibilidad.

Diseño Limpio: El  documento no debe tener un diseño que genere
sobreestimulación visual; el uso de espacios en blanco es crucial para
mantener el enfoque.

Artículo 26. La implementación de los anexos enfocados en lectura fácil,
el  sistema  de  pictogramas  o  los  guiones  sociales  contemplados  en  el
presente  protocolo,  constituye  una  buena  práctica  institucional  de
aplicación  prioritaria,  conforme  a  la  disponibilidad  de  los  recursos  y
elementos  materiales  a  que  se  refiere  el  Transitorio  Tercero  de  este
Acuerdo,  orientada a asegurar  una participación efectiva  y  digna de la
persona,  sin  que  su  falta  de  implementación  afecte  la  validez  de  la
actuación judicial.

CAPÍTULO II
Ajustes razonables de procedimiento con perspectiva de

neurodiversidad para flexibilizar las medidas de reparación en
el marco de la ley de las competencias jurisdiccionales

Artículo 27. Las medidas de reparación  pueden tener  una dimensión
restaurativa.  Cuando  el  caso  lo  amerite,  la  Persona  Juzgadora  podrá
recomendar  la  implementación  de  sistemas  de  apoyos  y  salvaguardas
para  personas  autistas  y/o  neurodivergentes  que  gozan  de  capacidad



jurídica plena y se encuentren involucradas en los procesos, conforme a la
legislación aplicable y las competencias jurisdiccionales.

TÍTULO SÉPTIMO
DE LA FORMACIÓN Y EVALUACIÓN

CAPÍTULO ÚNICO
Capacitación y Vigilancia

Artículo  28. La  Escuela  Judicial  de  Tamaulipas  diseñará  e  impartirá
cursos  para  el  conocimiento  del  presente  protocolo,  así  como  impartir
programas permanentes y obligatorios de sensibilización y especialización
sobre autismo y neurodiversidad dirigidos para todo el personal del Poder
Judicial  y  público  en  general.  Para  dicha  función  se  contará  con  la
colaboración  del  CECOFAM,  de  las  Universidades  y  de  aquellas
Organizaciones de la Sociedad Civil  que deseen integrarse en favor de
crear una mayor concientización en el  Poder Judicial  sobre el  autismo,
neurodivergencia y el acceso a la justicia de este grupo social.

Artículo 29. Para el cumplimiento del presente Protocolo, el Órgano de
Administración Judicial gestionará las acciones necesarias para su debido,
adecuado y coordinado funcionamiento para la capacitación del personal y
el  equipamiento  de  las  distintas  áreas  del  Poder  Judicial,  a  fin  de
garantizar  condiciones  adecuadas  de  atención  y  accesibilidad  para  las
personas autistas y/o neurodivergentes.

El  equipamiento  podrá  incluir,  de  manera  enunciativa  y  no  limitativa,
sensores  o  dispositivos  para  la  regulación  de  sonido  e  iluminación,
sistemas de pictogramas, guiones sociales, kits de calma y otros recursos
de  apoyo  que  resulten  necesarios,  de  acuerdo  con  las  necesidades
identificadas y la capacidad presupuestaria.

Asimismo,  el  Órgano  de  Administración  Judicial  deberá  considerar,
dentro de la planeación y programación presupuestaria correspondiente,
los  recursos  necesarios  para  atender  de  manera  progresiva  las
necesidades  que  se  presenten  con  motivo  de  la  implementación  y
aplicación del presente Protocolo.

Artículo  30. El  Órgano  de  Administración  judicial  se  encargará  de
realizar evaluaciones de desempeño al personal administrativo del Poder
Judicial  para  garantizar  el  buen  servicio,  en  aquellas  áreas  donde  se
establezcan  como  usuarios  a  personas  a  personas  autistas  y
neurodivergentes.

Artículo  31. El  Tribunal  de  Disciplina  Judicial,  por  conducto  de  la
Comisión de Evaluación Judicial, considerará dentro de los procesos de
evaluación de las personas juzgadoras la capacitación y actualización en
materia  de  autismo y  neurodivergencia,  así  como  en  la  aplicación  del
presente Protocolo, conforme a los criterios, parámetros e instrumentos de
evaluación que, para tal efecto, se establezcan.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El  presente  protocolo  entrará  en  vigor  a  partir  de  su
aprobación por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; su
operación estará sujeta a la disponibilidad técnica y a que se cuente con
los elementos materiales necesarios para ello.

SEGUNDO.-  Para el conocimiento y fines inherentes a los lineamientos
establecidos  en  el  presente  acuerdo,  comuníquese  al  Órgano  de
Administración Judicial y al Pleno del Tribunal de Disciplina Judicial; así
como  a  las  personas  titulares  de  los  Juzgados  y  Salas  del  Supremo
Tribunal de Justicia del Estado.



GOBIERNO DE TAMAULIPAS
PODER JUDICIAL

TERCERO.-  El Órgano de Administración Judicial dentro del ambito de
su competencia emitirá  el  Acuerdo General  para la  implementación del
protocolo considerando el presupuesto necesario para adecuar y equipar
las  instalaciones  del  Poder  Judicial,  como  limitación  de  sonido,  luz,
pictogramas, kit  de calma y otros que se requieren, dentro de un plazo
máximo de 180 días.

Con  copia  del  presente  acuerdo  comuníquese  al  Órgano  de
Administración para que dentro del  ámbito de su competencia emita el
Acuerdo General  para  la  implementación del  protocolo  en  los  términos
establecidos del presente transitorio.

CUARTO.- El Tribunal de Disciplina Judicial incluirá en sus procesos de
evaluación a las personas juzgadoras como complemento lo establecido
en el presente protocolo.

Con copia del presente Acuerdo, comuníquese al Tribunal de Disciplina
Judicial  para  efecto  que,  en  el  ámbito  de  sus  competencias  incluya
procesos de evaluación a las personas juzgadoras.

----- Segundo.- Se derogan todas las disposiciones administrativas que se
opongan  al  Protocolo  que  mediante  el  presente  acuerdo  se  expide,
especialmente aquellas que utilicen términos médicos que puedan resultar
ofensivos,  estigmatizantes  o  que  presenten  al  autismo  y  a  la
neurodiversidad como una enfermedad.----------------------------------------------
-----  Tercero.-  Para el conocimiento de las y los interesados, litigantes y
público en general, publíquese en el Periódico Oficial del Estado, en los
estrados de la Secretaría General de Acuerdos del Supremo Tribunal de
Justicia, así como en la página web y redes sociales del Poder Judicial.----
-----  Notifíquese  y  cúmplase.- Así  lo  acordó  el  Honorable  Pleno  del
Supremo Tribunal de Justicia del Estado,  con el voto que emitieron  las
Señoras  Magistradas  y  Señores  Magistrados  Tania  Gisela  Contreras
López, Minerva  Cáceres  Vázquez,  Griselda  Marisol  Vázquez  García,
Adrián  Alberto  Sánchez  Salazar,  Ignacio  García  Zúñiga,  Guillermina
Reynoso  Ochoa, Oscar  Alberto  Lara  Sosa,  Raúl  Robles  Caballero,
Esteban Etienne Ruiz y Teresa Olivia Blanco Alvizo; siendo Presidenta la
primera de los mencionados;  quienes firmaron  electrónicamente  ante el
Secretario  General  de  Acuerdos  que  autoriza.  Doy  fe...”  FIRMAS
RÚBRICAS ILEGIBLES.------------------------------------------------------------------

                         Lo que se hace de su conocimiento para los efectos 
legales conducentes.

A T E N T A M E N T E
Cd. Victoria, Tam, a 30 de septiembre de 2026
EL SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

LIC. JAIME ALBERTO PÉREZ ÁVALOS

L´JAPA/lng


	PÚBLICO EN GENERAL
	P R E S E N T E.

